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“La pregunta a resolver es por tanto, si cabe responsabilidad penal a la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ por ese específico proceder a ella adjudicado, y la respuesta es sin lugar a dudas un no. Y así es porque ni desde el punto de vista objetivo, ni menos desde el subjetivo se configura por ello un prevaricato. Si así fuera, se tendría que admitir contra toda lógica, que cuando un juez, en nuestro caso uno en materia civil que se sabe dispositiva y rogada, admita la prueba solicitada por una de las partes en los precisos términos en que ha sido referida, de inmediato estaría incurso en prevaricato si además de ello no dispone su complementación de manera oficiosa en todo aquello que pudiera eventualmente faltarle para colmar los intereses de esa parte, olvidándose de su papel imparcial y neutral en la contienda.”

Es que, como bien lo dijo el fiscal delegado ante esta Corporación, los jueces “no son adivinos” para precaver cuál es la verdadera intención de la parte al momento de solicitar la prueba, y si el interesado no mencionó por parte alguna una alteración en el valor del título, sino que incluso antes por el contrario al momento de la respuesta a la demanda en el hecho primero se aceptó la obligación, entonces no había razón para dudar acerca de la veracidad del documento a ese respecto.”

(…)

“Es que, en definitiva, un juez no podía desequilibrar la balanza a favor de ninguna de las partes, tenía que someterse a las reglas del juego que se encuentran previamente establecidas. Y es tan cierto lo que se afirma en cuanto a que en la mente de las juzgadoras estaba el hecho de que no podían ir más allá de lo pedido por el apoderado de la demandada, que incluso existe en la carpeta un auto suscrito por la jueza CONSUELO GONZÁLEZ –de fecha febrero 23 de 2012-, en el cual se acata una solicitud del demandante quien la pone en contexto al decirle que no es su deber sino el de la parte demandada el aportar lo necesario para que la prueba grafológica que solicitó surta los efectos por ella deseados. ¿Y qué significa eso? pues nada diferente a que no obstante querer la referida funcionaria hacer todo lo necesario para colmar de garantías la susodicha prueba, se veía maniatada para intentar manejar de otra forma la experticia caligráfica había consideración a la misma limitación que le impuso la contestación de la demanda.”

(…)

“De ese modo, así concluyéramos aceptando en gracia de discusión como lo quiere la apoderada de la víctima, que hubo un mal asesoramiento por parte del apoderado judicial que asistió los intereses de su cliente BLANCA DORIS OSPINA en el citado proceso, de allí no se sigue indefectiblemente una responsabilidad de las funcionarias judiciales encargadas de su trámite y ulterior definición, menos aún por el hecho de no haber sido removido ese profesional del derecho como se pretendió en su momento, porque como ha quedado dicho, no se tenían dadas las condiciones jurídicas para un proceder de esa naturaleza.

Ya en lo que tiene que ver con la realización de la prueba basilar de toda esta confrontación, nos referimos al peritaje presentado por el grafólogo forense, lo que tiene para decir la Corporación es que de allí se extraen algunos datos que ponen al descubierto que no tiene razón la denunciante y ahora la apoderada de víctimas en varias de sus aseveraciones, y se explica:

Lo primero a sostener, es que no obstante que la denunciante se queja de no habérsele tenido en cuenta por parte de las jueces para la toma de muestras manuscriturales tanto a ella como al demandante, con miras a efectuar el correlativo cotejo, el expediente enseña que la funcionaria judicial sí solicitó ese recaudo tanto a la parte demandante como a la parte demandada –ver a ese respecto las providencias de fecha febrero 02 y 23 de 2012, lo mismo que el auto de fecha 12 de marzo del mismo año en el cual se pone de presente la inactividad de ambas partes en tal sentido-. Está claro por tanto, que ninguna de las partes obró de manera consecuente con lo pedido, porque lo que dieron a entender en su momento es que no estaban en posibilidad de allegar la documentación requerida por el perito. Luego entonces, tampoco es válido decir que fue culpa atribuible a la judicatura el no colmar los requerimientos exigidos por el experto para llevar a cabo esa prueba con todo el rigor científico propio de este tipo de intervenciones.”

(…)

“Ahora, en cuanto al aspecto sustancial se refiere, nada diferente a la emisión del fallo de mérito por medio del cual se negaron las pretensiones de la demandada en sus excepciones de fondo y se dispuso seguir adelante con la ejecución del crédito, lo que correspondió a la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO, puede asegurarse que si bien se trata de un acto independiente desde el punto de vista de la actividad judicial, es sin duda alguna la consecuencia obvia de las posturas de las partes con todas sus fortalezas y por supuesto también sus debilidades. 

A ella le correspondió tomar postura frente a dos posiciones antagónicas, y lo hizo a su leal saber y entender, sin que en esa determinación, como también con buen tino lo rescata el fiscal delegado, incurriera en un yerro protuberante o de bulto que hiciera pensar en que transitó por la senda de un prevaricato por acción.

Así se afirma en cuanto la determinación judicial que se reprocha por la denunciante, tiene dos presentaciones y por ambas rutas se llega a igual conclusión de acierto de la sentenciadora. La primera está referida al hecho de que si bien hubo una alteración grafológica en el titulo valor, en ello no existe discusión alguna, la cual consistió básicamente en sobreponer un 8 en el sitio en donde antes existía un 7, tal situación no constituye una falsedad documental entendida como una alteración de la verdad consignada en el documento, sino simple y llanamente la corrección que de la fecha de vencimiento se le hizo al título valor muy seguramente en el mismo acto de su confección; y es así porque en pro de ese entendimiento gravita un fuerte indicio consistente en que nadie gira un título valor para pagarlo en la misma fecha de creación, eso no es lógico, con lo cual, se parte de la convicción inequívoca que tenía que haber un plazo para el pago, y es connatural a este tipo de contratos que lo fuera de un año como se extrae de ese contexto. Lo segundo, es que si en gracia de discusión se concluyera, repetimos contra toda lógica, que la fecha de vencimiento era la misma de la creación del título, entonces faltaría demostrar que el autor de esa alteración fue el endosatario para el cobro señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN, y ocurre que eso tampoco se estableció, porque entre otras cosas así lo dejó consignado el perito en su dictamen; luego entonces, no se logró desvirtuar la presunción de buena fe que amparaba al último adquierente de la letra de cambio, y a consecuencia del principio de autonomía que impera en las relaciones cambiarias de los títulos valores, el adquirente es originario en su derecho a partir del momento en que lo recibe, con independencia del negocio subyacente y las relaciones anteriores.

Como vemos, sea cual fuere el verdadero entendimiento que la situación particular ameritaba, es lo cierto que no se puede asegurar en modo alguno que la decisión tomada por la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO fue abiertamente contraria a derecho, y, por lo mismo, constitutiva de un prevaricato por acción.”

(…)

En conclusión: (i) lo que se ha dado en llamar falsedad documental por la alteración de la fecha de vencimiento, no es propiamente una falsedad sino una corrección entendible, dado que cambiar un 7 por un 8 en la fecha de vencimiento, es connatural con un préstamo a plazo como consta en el mismo título valor; con mayor razón cuando al decir del perito esa superposición fue hecha con la misma intensidad caligráfica, esto es, en el mismo momento de la impresión original; (ii) no hay lugar a sostener que los espacios en blanco fueron llenados en forma abusiva; (iii) si se aceptara en gracia de discusión que sí fueron llenados de manera indebida, ninguno de ellos tiene que ver ni con la fecha de emisión del título, ni con el valor de la obligación; y por último (iv) si se pensara contra toda lógica que es falsa tanto la fecha de creación del título como el valor de la deuda, que no lo son, tampoco nada indica que en ello estuvo involucrado el endosatario RODAS BLANDÓN, sino que quizá sería obra del para ese entonces acreedor NAVARRO MARTÍNEZ.
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  PRIMERA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Octubre 05 de 2016, 2:37 p.m.

	Imputadas: 
	Dras. Isabel Inés Buitrago Ocampo, Consuelo González López y Alba Inés Arias Pérez

	Delito:
	Prevaricato por acción y por omisión

	Asunto:
	Se decide solicitud de preclusión. SE ADMITE


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Lo dado a conocer por la Fiscalía General de la Nación indica que ante el Juzgado Segundo Civil Municipal con sede en Santa Rosa de Cabal (Rda.) se adelantó un proceso ejecutivo singular promovido por el señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN, en condición de endosatario en propiedad, en contra de la señora BLANCA DORIS OSPINA GARCÍA por tener la condición de deudora incumplida en un crédito respaldo en título valor –letra de cambio-cuyo inicial acreedor fue el señor JUAN NAVARRO MARTÍNEZ, y del cual conocieron las tres jueces aquí indiciadas. Como el resultado en sentencia le fue desfavorable a la parte demandada, se estimó que cada una de las funcionarias había obrado indebidamente bien por acción ora por omisión, y que esos procederes eran constitutivos de prevaricato.
1.2.- El Fiscal Primero Delegado ante esta Corporación, luego de adelantar el programa metodológico con miras a esclarecer lo sucedido, presentó formal solicitud de preclusión a favor de las tres servidoras judiciales indiciadas con fundamento en la causal 4ª del artículo 332 C.P.P., esto es, atipicidad del hecho investigado. Los fundamentos de esa pretensión se pueden sintetizar de la siguiente manera:
La investigación tiene su origen en un proceso civil que se surtió con las formalidades y ritualidades normales de un trámite como ese, en el que una parte ganó y la otra perdió, y esta parte vencida no ha aceptado que perdió, por lo que además de acudir a la denuncia penal, también acudió a la jurisdicción disciplinaria, y además a la acción de tutela en primera y segunda instancias las cuales le fueron falladas de forma desfavorable. Resalta que de esta acción constitucional conoció la Sala Civil Familia del Tribunal y en esa providencia se ilustra de manera muy pedagógica todo el devenir de este proceso. Acto seguido procede a hacer una exposición de los hechos materia del proceso subyacente que originó la denuncia contra las funcionarias, para indicar que luego del correspondiente análisis de los elementos materiales probatorios obrantes en la carpeta, solicita la preclusión de la investigación por atipicidad de la conducta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 331.4 C.P.P.
En efecto, JUAN NAVARRO MARTÍNEZ, acreedor de un título valor -letra de cambio con fecha de creación septiembre 12 de 2007 y pagadera en septiembre 12 de 2008- por 2’700.000.oo en el cual figura como deudora la señora BLANCA DORIS OSPINA GARCÍA, lo endosó para el cobro a CÉSAR AUGUSTO RODAS y éste presentó demanda ejecutiva singular de mínima cuantía. 
La juez segundo civil municipal de Santa Rosa de Cabal, Dra. ALBA LIGIA ARIAS PÉREZ, libró mandamiento de pago en octubre 21 de 2008, y posteriormente la progenitora de la demandada rindió testimonio en el que explicó que su hija firmó una letra “en blanco” por $700.000.oo, le pagó al acreedor JUAN NAVARRO, pero no le pidió la letra. 
Una de las excepciones presentadas por la deudora consisitó en que la fecha del título fue enmendada en cuanto al año, porque donde decía 7 se puso un 8, a consecuencia de lo cual se solicitó prueba grafológica para establecer dicha alteración en cuanto a la fecha de vencimiento. Y por su parte, el demandante esgrimió a su favor la carga de la prueba de parte de la demandada en cuanto tenía el deber de demostrar la falta de buena fe exenta de culpa por parte del tenedor del título -arts. 784 y 835 Código del Comercio- para que le sean oponibles las excepciones derivadas del negocio original en el cual no participó.
Posteriormente, la funcionaria CONSUELO GONZÁLEZ LÓPEZ dispuso, entre otras cosas, la referida prueba grafológica con muestras al ejecutante. CÉSAR AUGUSTO RODAS explicó que adquirió el título por compra a JUAN NAVARRO junto a otros títulos, poseía como valor la suma de 2’700.000.oo, y los espacios estaban llenos. Y finalmente el resultado de ese experticio arrojó que los escritos: “Santa Rosa de Cabal”, “1.58%”, “2.37%”, se plasmaron en tiempo diferente a las demás grafías, e igualmente que sobre el signo “7” se adicionó un “8” en la fecha del pago de la obligación. 
Se alegó por tanto de parte del demandante que la demandada no demostró: (i) que obró sin buena fe exenta de culpa; (ii) que tenía conocimiento acerca de las inhabilitades para la ejecución del título; (iii) que la alteración en la fecha del pago se dio cuando el título estaba en poder del endosatario; y (iv) que llenó los espacios en blanco contrariando las instrucciones.
Finalmente, por parte de la servidora ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO se profirió la sentencia de mérito en la cual se declaró impróspera la excepción propuesta y ordenó seguir adelante la ejecución del crédito, para cuyo efecto sostuvo: (i) NAVARRO MARTÍNEZ endosó el título a RODAS BLANDÓN; (ii) dado el principio de autonomía que impera en las relaciones cambiarias de los títulos valores, el adquirente es originario en su derecho a partir del momento en que lo recibe, con independencia del negocio subyacente y las relaciones anteriores; (iii) quien alega la mala fe debe probarla, en consecuencia, se presume que el ejecutante como nuevo beneficiario en virtud del endoso en propiedad recibió la letra totalmente diligenciada, y era deber de la demandada demostrar que este la alteró respecto a la fecha de vencimiento pero no allegó prueba a ese respecto; (iv) la parte demandada aceptó en el hecho primero de la contestación a la demanda, tanto la obligación como la fecha de vencimiento; y (v) se presume cierto el contenido del documento firmado en blanco o con espacios sin llenar, una vez se haya reconocido la firma o declarado su autenticidad.
A consecuencia de ese trámite judicial, la señora BLANCA DORIS OSPINA denunció por prevaricato tanto por acción como por omisión a las tres jueces ya referidas, con fundamento en lo siguiente: (i) el tiítulo tenía una adulteración evidente en la fecha de cumplimiento porque un 7 lo convirtieron en un 8, y ello se hizo para evitar la caducidad; (ii) las funcionarias no ordenaron de oficio el estudio grafológico, y cuando lo hicieron no se realizó sobre todo el documento; (iii) no obstante esa alteración se decretó el embargo y secuestro de su vivienda con fundamento en un título que ya pagó; (iv) no se hizo una valoración en conjunto del material probatorio con lo cual se le violó el debido proceso, y simplemente se limitaron a decir que el accionante tenía la potestad de llenar los espacios en blanco; (v) no hay constancia de la forma en que se hizo la notificación; (vi) no obstante la denuncia penal, se siguió adelante la actuación civil; (vii) por falta de defensa no se solicitó un estudio completo del documento que hubiera podido arrojar que el accionante fue el autor de esa alteración; (viii) hubo tardanza en el proceso porque inició en el 2008 y concluyó en el 2013; (ix) se invoca en respaldo la sentencia T-673/10 de la Corte Constitucional.
El delegado fiscal ante esta Corporación concluyó que no existe fundamento para imputar a los funcionarias involucradas la comisión de un hecho delictivo, en particular el prevaricato denuncia, y antes por el contrario se encuentra demostrada una causal de preclusión de la acción penal, concretamente la atipicidad del comportamiento, por lo siguiente:
- Con el testimonio de MIGUEL EMILIO AZCÁRATE se probó que era falso que BLANCA DORIS viviera en Cali ya que realmente vivía en Santa Rosa de Cabal donde se surtió la notificación de la demanda.
- Cada una de las funcionarias involucradas explicó su proceder, así: la Dra. ALBA LIGIA ARIAS al decir que no resolvió excepciones, solo efectuó la notificación personal del mandamiento de pago como correspondía, y al abogado lo designó de la lista de auxiliares de la justicia; la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ al sostener que atendió las pruebas solicitadas por las partes, entre ellas la grafológica, pero no intervino en la notificación de la demanda a la parte demandada; y la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO cuando explico que no intervino en la sustentación del proceso, pero le correspondió dictar la sentencia, la cual fundamentó básicamente en la buena fe del demandante, como quiera que si bien se estableció una adulteración en la fecha de vencimiento del título (se superpuso un 8 sobre el 7), la pericia fue clara al determinar que no se pudo establecer que RODAS BLANDÓN hubiera intervenido en esa alteración; es decir, no hubo prueba acerca de la mala fe del demandante, e incluso resulta ilógico que se acuda a un prestamista para pagarle el mismo día en que se suscribe el título valor.
- Tanto el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, como la Sala Civil Familia de este Tribunal en segunda instancia, negaron por improcedente la acción de tutela que interpuso la señora BLANCA DORIS OSPINA, y esas decisiones fueron prolijas en cuanto a sostener que lo actuado se ciñó a la legalidad y no se violó derecho fundamental alguno en cabeza de tutelante. Muy concretamente se dijo: (i) la sentencia se soportó en las pruebas legalmente incorporadas a la actuación; (ii) no se puede alegar ahora que el título también fue alterado en cuanto a su valor, porque ese no fue el sustento de las excepciones que propuso el abogado que la representó en su momento, ni tampoco se alegó en tal sentido dentro del proceso; (iii) no hay prueba de haberse elevado solicitud de suspensión del proceso con base en la investigación penal que se adelanta por fraude procesal y falsedad documental; y (iv) los progenitores de la demandada fueron llamados a declarar en un incidente de nulidad procesal mas no en el trámite de las excepciones de fondo.
- De ese modo no hay prevaricato por acción porque la decisión final posee una fundamentación atendible, nada diferente a la buena fe en la confección del título valor ya que se extracta que hubo una corrección de un error en la fecha de cumplimiento de la obligación, por cuanto inicialmente había quedado como exigible el mismo día en que se suscribió la obligación, y ello no es lógico porque nadie presta hoy para cobrar hoy.
- La falladora presentó una tesis atendible de estirpe constitucional consistente en la presunción de buena fe, lo cual debe primar frente a la presunción legal que consagra el artículo 631 C.Co., de conformidad con lo corroborado incluso con doctrina autorizada en la materia.
- La pericia grafotécnica sí se realizó, y si la parte interesada quería explorar otros aspectos del documento, en nuestro caso el item correspondiente al valor, así debió solicitarlo en la oportunidad procesal correspondiente. 
- La notificación personal de la demanda sí se realizó en debida forma en abril 14 de 2011.
- No se está frente a una falsedad documental, sino en presencia de la corrección de un error efectuado de buena fe, porque se puso como fecha de vencimiento la misma de su creación.
- La sentencia de la Corte Constitucional que se cita en respaldo parte de la existencia de prueba en cuanto los espacios en blanco fueron llenados en contravía de las instrucciones, situación que no coincide con el presente asunto. 
1.3.- Al correrse traslado de esa intervención a la apoderada de la víctima solicita desatender la solicitud que presenta la Fiscalía en razón a que una vez revisados los documentos obrantes en la carpeta que adelantó y escuchada su argumentación, no le queda otra opción que oponerse a la solicitud de preclusión, al encontrar que contrario a lo que expone la Fiscalía existe tipicidad en la conducta por la inobservancia de cada una de las funcionarias que actuaron dentro del proceso ejecutivo que se siguió en contra de su poderdante, a cuyo efecto realiza a continuación una exposición de las razones que la llevan a hacer  tales manifestaciones, en los siguientes términos:
En ningún momento ha reconocido la deuda, ni aceptó efectivamente el título, y que el abogado no manifestó oposición frente al valor del título, ni se opuso respecto a absolutamente nada, es real, pero es precisamente por esas irregularidades que BLANCA DORIS empieza a acudir ante la juez de turno para que remueva al abogado y la ayude a subsanar el asunto porque consideraba que no tenía una verdadera defensa técnica que llevara a demostrar que el señor CÉSAR AUGUSTO BLANDÓN efectivamente había participado en la alteración del título.
Se equivoca igualmente el fiscal al manifestar que dentro del transcurso del proceso la prueba grafológica y la revisión por parte de Medicina Legal del respectivo título valor se realizó en debida forma, toda vez que mediante auto del 10-10-11 la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ, jueza del caso para esa fecha, decretó la prueba grafológica, no sin antes realizar una audiencia en el mes de noviembre de 2011 para que se tomaran muestras manuscriturales señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN, porque su cliente siempre buscó por medio de ese proceso desvirtuar la buena fe que le han querido endilgar al citado endosatario. Se debían enviar por tanto esos folios y elevar muy bien esa petición. Medicina Legal en el informe que entregó realizó la observación del título y detectó efectivamente la alteración que se ve en el número. Lo que dice el señor fiscal es cierto, quizá ese no debió ser el direccionamiento que se tenía que dar al momento en que se contestó la demanda, ya que no era solo esa alteración, no era solo que habían antepuesto a un 7 un 8 dentro de la fecha de vencimiento del título, sino que el perito manifestó que existen dos tiempos en que se realizan varios escritos dentro del título, y la referida variación antes anunciada que se hizo inmediatamente. Se concluye por tanto que se hallaron alteraciones en el documento, y una situación así en materia civil obligaba a que el juez decretara la invalidez del título valor.
El señor fiscal omite mencionar unas de las conclusiones de Medicina Legal, cuando se dijo: “se responde al cuestionario en cuanto a la alteración del título valor, por consiguiente no se emite concepto alguno respecto de las muestras caligráficas aportadas, dado que el oficio petitorio no refiere incógnita alguna que precise comparación técnica entre las grafías del título valor y las grafías de las muestras escriturales del señor César Augusto Rodas Blandón”. De ese modo, se pregunta cómo se iba a demostrar la mala fe, si nunca se hizo este cotejo de manuscritos, muy seguramente otra situación hubiera sido para su representada en este momento si el dictamen de Medicina Legal dijera que él no participó en la alteración o llenó los requisitos del título, porque como ella siempre lo ha manifestado, se realizó en blanco y luego lo diligenciaron. Y si se realiza un análisis del informe pericial, allí se encontraron alteraciones, luego entonces no se puede decir que es atípico un hecho cuando no es solo por petición de parte sino que debe ir aparejado con la valoración armónica de las pruebas. 
En el caso de la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO quien en su declaración indica que cuando llegó encontró el proceso ya sustanciado y que revisó y analizó para sostener la decisión, pero da a entender que solo analizó lo que encontró, porque si ella es precavida y en el momento en que va a fallar encuentra esta situación que desvirtúa plenamente la buena fe por el cual se ganó el proceso civil, la situación hubiese sido diferente.
Expone que las múltiples acciones de tutela presentadas por su representada, tienen su explicación en la falta de atención que encontró frente a sus reclamos ya mencionados, en especial la desconfianza frente al abogado que la representaba, contra quien se presentó queja disciplinaria que fue archivada porque para ese momento la señora BLANCA DORIS no contaba con la ayuda de un abogado que explicara al Consejo lo que ella quería hacerles ver y no supo cómo. Existen también quejas disciplinarias contra las juezas aquí presentes que aún no se han definido porque fueron archivadas, pero en atención a los recursos se ordenaron reabrir con base en un salvamento de voto del Dr. JORGE ISAAC VELÁSQUEZ en el que se deja ver que faltaron al deber objetivo de cuidado. Es que muy probablemente si hubieran advertido el error referente a los manuscritos no cotejados por Medicina Legal y lo hubieran corregido, las cosas hubieran resultado de manera diferente.
Para finalizar menciona que de manera sorpresiva, en noviembre de 2015 el señor CÉSAR AUGUSTO RODAS manifestó al Juzgado Civil Municipal que la deuda ya había sido cancelada, que se archivara el proceso, y que se levantaran todas las medidas cautelares. Situación que puso en conocimiento de la Fiscalía mediante oficio que trajo su representada y aportó en enero 26 de 2016, por lo que les sorprende que el proceso haya culminado de esa manera, a tal punto que les desglosaron el título valor sin haber pagado un solo peso, tal como se puso en conocimiento de la Fiscalía que adelanta el proceso contra CÉSAR AUGUSTO BLANDÓN y de la que adelanta esta investigación contra las juezas, información que el señor fiscal obvia mencionar. Pide en consecuencia se continúe la investigación penal.
1.4.- La representante de la Rama Judicial manifiesta que coadyuva la solicitud presentada por el fiscal, entre otras cosas porque no encuentra dolo en la conducta desplegada por las procesadas.

1.5.- Finalmente, intervienen los apoderados de las funcionarias indicadas, así;
1.5.1.- La defensora de la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO  
Indica que apoya la solicitud que plantea el señor fiscal, por atipicidad de la conducta de las tres funcionarias, pero en especial de su representada porque de la evidencia y de los elementos materiales de prueba se puede concluir que no existió un ánimo doloso de querer actuar contrario a derecho, de una manera dañina o con ánimo de causar lesividad a los intereses económicos de la señora BLANCA DORIS. Se pregunta cómo pensar que una funcionaria con la trayectoria y con la publicidad que existe dentro de estos procesos civiles, van a tener la intención de causar un daño, máxime cuando no se ha demostrado dentro de las diligencias que existiera animadversión contra la señora BLANCA DORIS, o amistad con los señores JUAN NAVARRO o CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN, para pensar que las tres funcionarias quisieron favorecerlos. Se trató de una actuación donde incluso el juzgado procuró la actuación de un abogado que defendiera los intereses de la procesada, profesional que actúo dentro de los parámetros legales, contestó la demanda, propuso excepciones; no tuvo por tanto una actuación temeraria, antes por el contrario fue acucioso, presentó incidente de nulidad, excepciones de fondo, y pruebas. No se puede decir por tanto que abandonó los intereses de la señora BLANCA DORIS. 
Al revisar el proceso civil se puede observar que la demandada contó con todas las garantías para defender sus derechos, pero a esta altura se pretende hacerlos ver como inadecuados, y se quiere mostrar que las tres jueces actuaron contrario derecho en contra de los intereses de la parte vencida en juicio.
Deja claro que contra esa decisión no cabía ningún recurso, pero de alguna manera se intentó una segunda instancia al presentar las acciones de tutela contra ella. Actuaciones en las que se revisó el proceso y donde se dejó claro que no existió irregularidad alguna, ni vulneración de derechos fundamentales; empero, no contenta con ello, se iniciaron acciones penales y disciplinarias. 
Luego del correspondiente análisis, muy seguramente la Sala concluirá que las actuaciones de las señoras jueces en especial la de su prohijada, no se encuadra en la conducta prevista en el delito de prevaricato por acción o por omisión, razones por las cuales considera se debe aceptar la preclusión que propone el señor fiscal delegado ante el Tribunal.
1.5.2.- La defensora para este acto de la Dra. ALBA LIGIA ARIAS PÉREZ
Manifiesta que coadyuva la solicitud de preclusión que hace el señor fiscal al considerar que su poderdante actúo de manera diligente dentro del proceso que hoy la víctima quiere imputarle a ella porque no removió del cargo al abogado como defensor de oficio, lo que resulta extraño porque el abogado hizo su debida defensa, presentó excepción de fondo, contestó la demanda, presentó excepción de nulidad por indebida notificación. No le quedaba a su defendida mirar el procedimiento, porque es otra instancia a la que ella tenía que acudir para denunciar el abogado si le hizo una mala defensa. Resulta extraño también que todos los jueces y magistrados de alguna manera han coincidido en que el proceso se llevó en debida forma. Y hay que entender que para remover del cargo al abogado de oficio no había una causal específica, porque cuando el abogado se nombra se debe entender directamente con la persona a la que le va a servir de oficio. Todos sabemos que Santa Rosa es un municipio pequeño y tratar de argumentar que había una relación estrecha con el demandante de la letra no encaja tampoco en lo dicho en esta mañana. En definitiva la señora juez que representa cumplió con todas las etapas del proceso y no incurrió en la conducta que se le endilga, por lo que debe aceptarse la solicitud de preclusión que plantea la Fiscalía.
1.5.3.- El defensor de la Dra. CONSUELO GONZALEZ LÓPEZ
Dice coadyuvar los juiciosos argumentos que expuso el señor delegado de la Fiscalía, y se refiere a tres aspectos puntuales: el primero la desinformación que dice sufrió la víctima; el segundo la falta de diligencia del abogado prácticamente traducida a lo que al final se llama una inadecuada defensa técnica; y lo tercero, lo atinente al dolo.
En cuanto a la desinformación de la víctima y a la falta de diligencia del abogado, son dos aspectos nuevos que en nada demeritan la argumentación que hizo el señor fiscal para solicitar la preclusión, ya que es claro que el abogado de oficio actuó con diligencia en el proceso, contestó la demanda, propuso excepciones de mérito, intentó nulidades, y pidió pruebas incluida la grafológica; luego entonces, no hay forma de decir que existió una falta de defensa técnica en su actuar. Y finalmente, frente al dolo, ni la misma representante judicial de la víctima alude al punto pero se refiere a una especie de dolo por omisión de la que poco conoce, pero es claro que ni ella misma encuentra el dolo como la intención torticera y dañina de las jueces al momento de proferir la decisión. Por todo ello no hay los elementos para continuar con la investigación y por ende se debe aceptar la preclusión.
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con el fuero especial que establece el inciso segundo del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, al poseer las personas aquí indiciadas la calidad de jueces de la República en este Distrito Judicial para el momento en que según se afirma ocurrió el hecho atribuido.

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer si tiene fundamento la solicitud de preclusión presentada ante este Tribunal por parte del Delegado de la Fiscalía General de la Nación, a favor de las funcionarias indiciadas Dras. ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO, CONSUELO GONZÁLEZ LÓPEZ, y ALBA LIGIA ARIAS PÉREZ, y por la causal atipicidad del hecho investigado.
2.3.- Solución a la controversia
El Tribunal se ve forzado a comenzar esta disertación haciendo claridad a algo que quizá tanto la señora BLANCA DORIS OSPINA como la apoderada de víctimas no han comprendido en su verdadera dimensión. Y es el hecho consistente en que el prevaricato es un delito que solo lo sanciona la ley penal cuando se comete con DOLO, es decir, que no es posible hablar de un prevaricato culposo. Así las cosas, para denunciar, investigar, juzgar y pensar en condenar a un funcionario por prevaricato, se tiene que probar, más allá de toda duda, que obró intencionalmente, en forma torticera y malsana. Y ello traduce que no son admisibles expresiones tales como: las jueces obraron “en forma descuidada”, “poco diligente”, o  quizá “en forma desatenta, sin delicadeza, y sin precaución”.
Y es que eso y nada más es lo que aquí se reprocha a las tres funcionarias públicas, con lo cual, tal situación bastaría desde ya para descartar cualquier posibilidad de que una denuncia en esos términos prospere. 
Lo que se acaba de decir no se lo está inventando el Tribunal, es simplemente lo que tanto la señora que se dice afectada como su apoderada han expresado en forma expresa y reiterada. Obsérvese: 
En la denuncia textualmente se dijo: “[…] esa autonomía e independencia de las que gozan, no es óbice para que dicten autos, providencias, sentencias, faltando al deber de cuidado, como lo hicieron sin asomo alguno, estas operadoras judiciales, ellas no tuvieron la delicadeza, no hicieron uso de su autonomía para decretar prueba de oficio, donde está el deber de cuidado, de precaución, de establecer si en verdad quien presentó el título valor para su ejecución, era tenedor de buena fe […]”. Significa lo anterior, que la cosa empezó mal con la misma interposición de la denuncia, porque se parte del entendido que un comportamiento de esa naturaleza configura delito de prevaricato, lo cual desde luego no es así, porque -se itera- ese delito no surge a la vida jurídica si no está presente el DOLO entendido como conocimiento más voluntad de acción típica.
Pero allí no para todo, ocurre que en una ampliación de la denuncia presentada directamente por la apoderada de víctimas ante la Fiscalía Seccional, también dejó notar el desatino en ese sentido, porque quiso ponerle de presente a la delegada fiscal del momento, que era tan válida la denuncia penal, que en el expediente disciplinario que se adelantaba contra las funcionarias judiciales se tenía establecido que quien dictó la sentencia “faltó al debido cuidado”. Y en efecto nadie discute que una “falta de cuidado en los deberes oficiales” bien puede ser una situación susceptible de investigación, juzgamiento y sanción disciplinaria, pero no necesariamente de índole penal. Todo lo cual explica que precisamente el cargo atribuido a una sola de las jueces ante el Consejo Seccional de la Judicatura, concretamente a la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO por haber dictado la sentencia en tanto respecto a las otras dos restantes funcionarias se decretó el archivo de la actuación, consistió nada más y nada menos que en el “incumplimiento de los deberes que le asistían en el ejercicio de sus funciones”, y tal conducta fue calificada en modalidad CULPOSA, no dolosa.  
Aunque lo expuesto sería suficiente, repetimos, para cerrar de una vez este debate con la declaratoria de preclusión que solicita el delegado fiscal, no puede por supuesto la Corporación dejar de hacer un estudio completo y detallado de todo el material obrantes en las carpetas con miras a confrontar uno a uno los argumentos de los sujetos procesales que aquí han intervenido, y de ese modo concluir racionalmente cuál debe ser la decisión ajustada a derecho en el presente asunto. A ello se procede a continuación:
Según se extracta de la solicitud preclusiva que formula el ente persecutor delegado ante esta Corporación y de la respectiva carpeta que soporta su intervención, el caso debe analizarse no solo desde el contexto de lo que hizo cada una de las funcionarias indiciadas, sino también desde el ámbito propio de la jurisdicción civil que se sabe dispositivo y rogado. Lo dicho, en cuanto no todo correspondió a todas las servidoras judiciales dado los cambios de titular del despacho en donde la actuación se surtió, sino también porque varios de los argumentos esbozados en la denuncia por prevaricato tienen como razón de ser la inactividad o desidia de la parte inconforme, o más propiamente del apoderado que la representó en su debido momento. 
Con respecto a lo primero -actuación de cada juzgadora- es sabido que a la Dra. ALBA LIGIA ARIAS le correspondió la expedición del mandamiento de pago, los subsiguientes actos de notificación de la demanda, y la designación de apoderado por amparado de pobreza; a la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ la sustentación del proceso con el decreto y práctica de las pruebas, incluido el debatido dictamen pericial grafotécnico; en tanto a la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO lo atinente al proferimiento de la sentencia de mérito. 
Si nos atenemos al texto literal del tipo penal de prevaricato, bien por acción ora por omisión, a cada una de ellas le correspondería un ámbito diferente de configuración, porque quizá a la primera se le podría endilgar, según los términos de la denuncia, una presunta omisión por indebida notificación a la parte demandada, no atender la información según la cual la deuda ya estaba saldada, y no aceptar el cambio del abogado asignado por amparo de pobreza; a la segunda otra supuesta omisión por no ordenar la práctica en forma oficiosa y de manera completa de la experticia grafológica, con lo cual dejó por fuera el análisis documental de la cifra que corresponde al valor de la obligación; y de contera a la tercera una acción indebida al fallar en sentido contrario a las pretensiones de la parte demandada, como quiera que no atendió las excepciones de fondo, concretamente que el título fue adulterado respecto a la fecha de vencimiento porque se superpuso un 8 en el lugar donde iba un 7. Finalmente, para todas ellas, una mora general en el adelantamiento del proceso. 
Con esas obvias limitaciones, la Sala empezará por decir que el meollo del asunto radica tanto en temas procedimentales como de índole sustancial, los primeros referidos a la vinculación de la demandada en el proceso ejecutivo singular y a la práctica de las pruebas, y el último a la motivación contenida en el fallo de mérito. Y con respecto a lo procedimental propiamente dicho, debe decirse desde ya que en ello tuvo participación directa la actividad, o mejor, la no actividad de la parte interesada, en nuestro caso la demandada por intermedio de su apoderado judicial, y por lo mismo no hay lugar a alegar un proceder delictual de parte de las funcionarias ALBA LIGIA ARIAS y CONSUELO GONZÁLEZ.
En efecto, hablar de una indebida notificación no tiene sentido como fundamento de un prevaricato, no solo porque si algún posible error se suscitó en tal sentido no lo fue de manera dolosa de parte de la funcionaria denunciada, sino porque en verdad de lo probado se extrae que ningún yerro existió, porque: (i) se demostró con prueba testimonial que la señora BLANCA DORIS OSPINA vivía en Santa Rosa de Cabal, concretamente en el barrio “Las Araucarias”, y no en Cali como lo llegó a asegurar; (ii) se adelantó el correspondiente incidente de nulidad procesal para tratar ese particular asunto, en el cual hubo lugar a presentar las pruebas y alegar de conclusión, pero la decisión, como no podía ser diferente, negó la pretensión de la parte demandada al establecerse que no hubo error en tal sentido, con lo cual, se preservó el debido proceso tal cual lo concluyeron los jueces de tutela en su momento; y, finamente (iii) esa notificación personal sí se surtió en debida forma, tal cual quedó demostrado, porque en marzo 09 de 2011 la ejecutada solicitó al despacho la notificación personal de la demanda, a lo cual el juzgado accedió, y en abril 14 de 2011 ella fue enterada del contenido del auto de octubre 21 de 2010, por medio del cual se libró mandamiento de pago en su contra.
Indudablemente, la titular del despacho para ese momento, Dra. ALBA LIGIA ARIAS, no tenía interés alguno en favorecer por esa vía a ninguna de las partes en conflicto, tanto así que su cometido por ley era dar a conocer a la contraparte la demanda y eso se cumplió a cabalidad, esto es, su comportamiento se ajustó a los deberes oficiales y por lo mismo nada hay que reprocharle.
En lo que atañe al decreto y práctica probatoria, más específicamente lo referente al dictamen pericial para establecer adulteración en el texto del título valor, tampoco se halla razón a los motivos de inconformidad, porque como se anunció, esa pericia fue solicitada por la parte demandada y la funcionaria de instancia acató tal solicitud probatoria, para cuyo efecto incluso requirió a las partes para el aporte de información relevante. Desde luego, la orden en tal sentido la dio la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ acorde con lo postulado por la parte en la excepción de fondo, como no podía ser de otra manera, y ya se sabe que la excepción en tal sentido consistió única y exclusivamente en que el título valor había sido enmendado en lo atinente a la fecha de vencimiento de la obligación, sin que por parte alguna se hiciera mención también de una alteración en el valor del título, ni se alegó finalmente a ese respecto. Luego entonces, no se podía llamar a engaño la parte demandada cuando esperó sin razón un estudio completo del título para determinar no solo que además de la fecha de vencimiento también había sido objeto de falsificación su valor, sino que además se determinara que el autor de esas grafías espurias lo era el ejecutante en su condición de endosatario en propiedad. 
Como era de esperarse, el perito en la materia concentró o limitó su análisis al tema de la fecha de vencimiento que era lo alegado por la parte solicitante de la prueba, mas no al valor del título; pero además, el experto añadió que no entró a establecer si ese número sobrepuesto a otro era autoría del endosatario al cobro. Así las cosas, el resultado de esa pericia favoreció apenas parcialmente los intereses procesales de la demandada.
La pregunta a resolver es por tanto, si cabe responsabilidad penal a la Dra. CONSUELO GONZÁLEZ por ese específico proceder a ella adjudicado, y la respuesta es sin lugar a dudas un no. Y así es porque ni desde el punto de vista objetivo, ni menos desde el subjetivo se configura por ello un prevaricato. Si así fuera, se tendría que admitir contra toda lógica, que cuando un juez, en nuestro caso uno en materia civil que se sabe dispositiva y rogada, admita la prueba solicitada por una de las partes en los precisos términos en que ha sido referida, de inmediato estaría incurso en prevaricato si además de ello no dispone su complementación de manera oficiosa en todo aquello que pudiera eventualmente faltarle para colmar los intereses de esa parte, olvidándose de su papel imparcial y neutral en la contienda.  
Es que, como bien lo dijo el fiscal delegado ante esta Corporación, los jueces “no son adivinos” para precaver cuál es la verdadera intención de la parte al momento de solicitar la prueba, y si el interesado no mencionó por parte alguna una alteración en el valor del título, sino que incluso antes por el contrario al momento de la respuesta a la demanda en el hecho primero se aceptó la obligación, entonces no había razón para dudar acerca de la veracidad del documento a ese respecto. 
Lo dicho es así por lo siguiente:
Si se mira bien la demanda ejecutiva, allí se menciona como Hecho Primero: “La señora DORIS OSPINA GARCÍA, persona mayor de edad de esta vecindad, giró a favor del señor JUAN NAVARRO MARTÍNEZ, un título valor representado en una letra de cambio por valor de DOS MILLONES SETESCIENTOS MIL PESOS (2’700.000.oo) m/cte., título emitido el día 12 de septiembre de 2007 y pagadero en Santa Rosa de Cabal, el día 12 de septiembre del 2008, con un interés de plazo del 1.5% mensual y de mora 2.37% mensual”.
En la contestación a la demanda, muy específicamente frente a ese hecho primero, se expresó: “Este hecho como se encuentra redactado es cierto, de acuerdo como aparece confeccionado el título valor, por lo tanto, de la prueba documental aportada se deduce”. Y en el acápite atinente a la proposición de excepciones de mérito, concretamente la denominada “Haberse alterado el título valor que contiene la acción cambiaria”, la demandada expone en el numeral tercero: “Que analizado el título valor que sirve de recaudo ejecutivo en este asunto, se encuentra que en la fecha de vencimiento -12 de septiembre de 2008-, se encuentra que en el año este está enmendado, se puede apreciar que el número 8 está superpuesto a otro número. Y más adelante, en el numeral sexto de ese mismo acápite, se dice: “Tal como se observa al título valor que sirve de recaudo ejecutivo en este asunto se presenta una visible alteración del texto del título en lo que tiene que ver con la fecha de vencimiento para el pago, en efecto, a la letra como se ha venido diciendo se le alteró la fecha de vencimiento”. Pero adicionalmente, en el capítulo referido a las pruebas, textualmente se dejó consignado: “Ordenar prueba grafológica para que se determine: A) Si hubo alteración en la fecha de vencimiento del título valor”. 
Como se aprecia, en la contestación de la demanda no solo se acepta sin ambages que la señora DORIS OSPINA suscribió esa letra de cambio, sino que es correcto su valor y la fecha de expedición o emisión, y solo se censura la alteración del título en lo que tiene que ver única y exclusivamente con la fecha de vencimiento a la cual se le cambio un 7 por un 8, para cuya demostración se solicita una prueba grafológica que tendrá por finalidad, también única y exclusivamente: la demostración de la alteración en la fecha de vencimiento de ese título valor. 
Significa todo ello, que nunca se cuestionó por la parte interesada, y por supuesto no podía en consecuencia ponerlo en duda ninguna de las funcionarias judiciales, ni la existencia del título, ni su valor, ni su fecha de expedición; con lo cual, resulta indebido por decir lo menos, que con posterioridad se reprochara por la demandada, tanto a nivel de tutela, en queja disciplinaria, y ahora por la vía penal, el que las jueces de turno no hicieran un trabajo oficioso para intentar demostrar algo que por supuesto no se había puesto en duda en momento alguno. Obrar en esa dirección por parte de las servidoras judiciales hubiese sido un proceder indebido de su parte, o por lo menos ellas así lo entendieron habida consideración al principio dispositivo o de actividad rogada que orienta y caracteriza el procedimiento civil. 
Es que, en definitiva, un juez no podía desequilibrar la balanza a favor de ninguna de las partes, tenía que someterse a las reglas del juego que se encuentran previamente establecidas. Y es tan cierto lo que se afirma en cuanto a que en la mente de las juzgadoras estaba el hecho de que no podían ir más allá de lo pedido por el apoderado de la demandada, que incluso existe en la carpeta un auto suscrito por la jueza CONSUELO GONZÁLEZ –de fecha febrero 23 de 2012-, en el cual se acata una solicitud del demandante quien la pone en contexto al decirle que no es su deber sino el de la parte demandada el aportar lo necesario para que la prueba grafológica que solicitó surta los efectos por ella deseados. ¿Y qué significa eso? pues nada diferente a que no obstante querer la referida funcionaria hacer todo lo necesario para colmar de garantías la susodicha prueba, se veía maniatada para intentar manejar de otra forma la experticia caligráfica había consideración a la misma limitación que le impuso la contestación de la demanda.
Ahora, que esa demanda estuvo mal elaborada y que el apoderado designado de oficio en el amparo de pobreza fue inferior a los deberes encomendados, ya es una discusión independiente, un tema aparte que por supuesto ameritó el condigno pronunciamiento, no solo de las jueces dentro de la actuación de ese proceso ejecutivo singular, en cuanto existe providencia –de fecha agosto 31 de 2011- por medio de la cual se le indicó a la demandada las razones jurídicas que existían para no poder remover al citado apoderado, entre ellas básicamente que no se tenía probada una causal de inhabilitad o impedimento para separarlo del cargo, sino que además a ese respecto hubo lugar a un pronunciamiento de fondo tanto por parte de los jueces de tutela en primera y segunda instancias (en donde se aseguró que la parte ni siquiera agotó el recurso de reposición que en contra de esta providencia procedía), como también del Consejo Seccional de la Judicatura en cuyas determinaciones, según se afirma, se exoneró de cargos al referido profesional del derecho. Y es que no podía ser de otra manera, ya que se pudo demostrar que bien o mal, ese apoderado de oficio contestó la demanda, presentó excepciones de fondo, intentó incidente de nulidad y solicitudes probatorias. Que esa actividad no colmara las expectativas de quien es ahora denunciante, es una situación que desde luego podría ser discutible pero que en anda involucra el proceder de las funcionarias aquí investigadas; entre otras razones, porque se dio plenas garantías procesales de defensa, y la propia señora BLANCA DORIS OSPINA fue enfática en sostener que de su parte le puso de presente al abogado todos los pormenores del citado préstamo y los términos en que se había desarrollado la citada negociación -cfr. escrito de ampliación de denuncia obrante a fl. 151 del cuaderno principal de la carpeta-.
De ese modo, así concluyéramos aceptando en gracia de discusión como lo quiere la apoderada de la víctima, que hubo un mal asesoramiento por parte del apoderado judicial que asistió los intereses de su cliente BLANCA DORIS OSPINA en el citado proceso, de allí no se sigue indefectiblemente una responsabilidad de las funcionarias judiciales encargadas de su trámite y ulterior definición, menos aún por el hecho de no haber sido removido ese profesional del derecho como se pretendió en su momento, porque como ha quedado dicho, no se tenían dadas las condiciones jurídicas para un proceder de esa naturaleza. 
Ya en lo que tiene que ver con la realización de la prueba basilar de toda esta confrontación, nos referimos al peritaje presentado por el grafólogo forense, lo que tiene para decir la Corporación es que de allí se extraen algunos datos que ponen al descubierto que no tiene razón la denunciante y ahora la apoderada de víctimas en varias de sus aseveraciones, y se explica:
Lo primero a sostener, es que no obstante que la denunciante se queja de no habérsele tenido en cuenta por parte de las jueces para la toma de muestras manuscriturales tanto a ella como al demandante, con miras a efectuar el correlativo cotejo, el expediente enseña que la funcionaria judicial sí solicitó ese recaudo tanto a la parte demandante como a la parte demandada –ver a ese respecto las providencias de fecha febrero 02 y 23 de 2012, lo mismo que el auto de fecha 12 de marzo del mismo año en el cual se pone de presente la inactividad de ambas partes en tal sentido-. Está claro por tanto, que ninguna de las partes obró de manera consecuente con lo pedido, porque lo que dieron a entender en su momento es que no estaban en posibilidad de allegar la documentación requerida por el perito. Luego entonces, tampoco es válido decir que fue culpa atribuible a la judicatura el no colmar los requerimientos exigidos por el experto para llevar a cabo esa prueba con todo el rigor científico propio de este tipo de intervenciones.
En cuanto al contenido de la prueba pericial en sí misma considerada, se tienen las siguientes conclusiones relevantes: (i) el título presenta dos (02) intensidades de tinta: con una de esas intensidades fueron elaborados los escritos “SANTA ROSA DE CABAL”, y los signos “1.58%” y “2.37%”; y con otra intensidad los escritos: “12-09-2007”, “2.700.000.oo”, “DORIS OSPINA GARCÍA”, “12 SEPTIEMRE 2.007/8”, “PESOS COLOMBIANOS”, “JUAN NAVARRO MARTÍNEZ”, “DOS MILLONES SETECIENTOS (sic) MIL PESOS M/CTE. 2.700.000.oo”, “Calle 17B No 28 B-85 3144056383 URB. ARAUCARIAS / SANTA ROSA DE CABAL”, y las grafías de las zonas ACEPTADA y Atentamente (GIRADOR)”. Lo cual implica, al decir del perito, que: “los escritos manuales se hayan plasmado en momentos distintos de ejecución, sin establecer el tiempo transcurrido entre los mismos”; (ii) los dígitos “2008” que hacen parte del año de vencimiento, se encuentra ALTERADA por el sistema de ADICIÓN DE SIGNOS. Y aclara el perito algo bien relevante: “Es de anotar que el número “8” denota una misma intensidad de tinta respecto a los otros números “2007” cuestionados”; y (iii) Como observación se añade que: “Se responde el cuestionario en cuanto a la alteración del título valor, por consiguiente no se emite concepto alguno respecto de las muestras caligráficas aportadas, dado que el oficio petitorio no refiere incógnita alguna que precise comparación técnica entre las grafías del título valor y las grafías de las muestras escriturales del señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN”.
Ese resultado pericial encuentra su correlato con aquel otro presentado por el experto ante la Fiscalía con ocasión de la investigación promovida por la parte que se dice afectada, en el cual el perito también deja en claro que: “Los restantes escritos del título valor, no presentan alteración alguna por (borrado, raspado, injerto, lavado químico o sustracción), con la cual hayan tratado de modificar su contenido original, dado que no se aprecian interrupciones en las impresiones realizadas desde un primero momento […]” –cfr. fl. 181 del cuaderno principal de la carpeta-.
Mírese que lo dicho por el experto documentólogo en esas dos oportunidades coincide perfectamente con lo que se aprecia a simple vista en los dos documentos aportados por la denunciante (nos referimos a la letra de cambio original entregada por la esposa del acreedor JUAN NAVARRO y a aquella otra que fue entregada para su cobro ejecutivo –ver los folios 87, 145 y 146 del cuaderno # 1 de las carpetas entregadas por la Fiscalía-). Y así es porque en efecto está claro que los espacios en blanco tienen que ver con las palabras “Santa Rosa de Cabal” y lo atinente a los intereses de plazo y de mora, pero en momento alguno con la fecha de emisión del título, ni con el valor del crédito, los cuales fueron llenados desde un primer momento y su intensidad caligráfica coincide con los restantes datos originarios del título valor. 
De ese modo, no se aprecia por parte alguna alteración en el valor de la obligación, como para creer que es cierto lo que dice la denunciante en el sentido de habérsele agregado abusivamente un dos a los iniciales setecientos mil pesos, como queriéndose hacer creer que se cobraron indebidamente dos millones setecientos mil pesos, cuando la deuda original era apenas de setecientos mil. Es que incluso nótese que en el documento original no reposaba aun la rúbrica del acreedor, dato de importancia porque puede llegar a significar que esos espacios en blanco (el nombre de Santa Rosa de Cabal y el de los intereses) fueron llenados por el propio JUAN NAVARRO y no por el ulterior endosatario en propiedad señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN. 
Ahora, en cuanto al aspecto sustancial se refiere, nada diferente a la emisión del fallo de mérito por medio del cual se negaron las pretensiones de la demandada en sus excepciones de fondo y se dispuso seguir adelante con la ejecución del crédito, lo que correspondió a la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO, puede asegurarse que si bien se trata de un acto independiente desde el punto de vista de la actividad judicial, es sin duda alguna la consecuencia obvia de las posturas de las partes con todas sus fortalezas y por supuesto también sus debilidades. 
A ella le correspondió tomar postura frente a dos posiciones antagónicas, y lo hizo a su leal saber y entender, sin que en esa determinación, como también con buen tino lo rescata el fiscal delegado, incurriera en un yerro protuberante o de bulto que hiciera pensar en que transitó por la senda de un prevaricato por acción. 
Así se afirma en cuanto la determinación judicial que se reprocha por la denunciante, tiene dos presentaciones y por ambas rutas se llega a igual conclusión de acierto de la sentenciadora. La primera está referida al hecho de que si bien hubo una alteración grafológica en el titulo valor, en ello no existe discusión alguna, la cual consistió básicamente en sobreponer un 8 en el sitio en donde antes existía un 7, tal situación no constituye una falsedad documental entendida como una alteración de la verdad consignada en el documento, sino simple y llanamente la corrección que de la fecha de vencimiento se le hizo al título valor muy seguramente en el mismo acto de su confección; y es así porque en pro de ese entendimiento gravita un fuerte indicio consistente en que nadie gira un título valor para pagarlo en la misma fecha de creación, eso no es lógico, con lo cual, se parte de la convicción inequívoca que tenía que haber un plazo para el pago, y es connatural a este tipo de contratos que lo fuera de un año como se extrae de ese contexto. Lo segundo, es que si en gracia de discusión se concluyera, repetimos contra toda lógica, que la fecha de vencimiento era la misma de la creación del título, entonces faltaría demostrar que el autor de esa alteración fue el endosatario para el cobro señor CÉSAR AUGUSTO RODAS BLANDÓN, y ocurre que eso tampoco se estableció, porque entre otras cosas así lo dejó consignado el perito en su dictamen; luego entonces, no se logró desvirtuar la presunción de buena fe que amparaba al último adquierente de la letra de cambio, y a consecuencia del principio de autonomía que impera en las relaciones cambiarias de los títulos valores, el adquirente es originario en su derecho a partir del momento en que lo recibe, con independencia del negocio subyacente y las relaciones anteriores. 
Como vemos, sea cual fuere el verdadero entendimiento que la situación particular ameritaba, es lo cierto que no se puede asegurar en modo alguno que la decisión tomada por la Dra. ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO fue abiertamente contraria a derecho, y, por lo mismo, constitutiva de un prevaricato por acción. 
Es que se pregunta el Tribunal: ¿dónde está el proceder de mala fe del endosatario?, ¿en qué parte existe una prueba en tal sentido que hubiera desconocido la juez falladora? Y si ello es así, ¿de dónde se extrae el supuesto dolo con el que procedió la funcionaria de instancia, cuando es entendido que ella se limitó a resaltar la presunción de buena fe que por ley lo amparaba y que a su entender no había sido desvirtuada por la parte contraria como procesalmente correspondía habida consideración a la carga de la prueba que le era exigible a la demandada? 
Para corroborar lo expuesto y como dato de suma importancia para la Sala, se debe tener presente que una vez recibida esa pericia en los términos anotados, la funcionaria judicial para ese momento le corrió traslado de la misma a las partes por el término de tres días para que solicitaran su corrección, ampliación o se objetara por error grave; sin embargo, ninguna de las partes hizo solicitud alguna, es decir, se guardó silencio. Situación inexplicable en lo que hace a la parte demandada, cuando era precisamente esa la oportunidad procesal que se le brindaba para que se opusiera en algún sentido a los términos de la pericia y pidiera lo que ahora echa de menos y es motivo de su denuncia. Así las cosas, se pregunta de nuevo la Colegiatura: ¿dónde está el dolo con el cual actuaron las jueces aquí denunciadas, si es evidente que el proceder oficial estuvo ceñido en todo su rigor a los cauces del proceso? Ese DOLO no existe, y no existe porque aquí no hubo temeridad, no hubo arbitrariedad, no hubo mala fe, y desde luego, no se obró con miras a perjudicar a la parte demandada, mucho menos en favorecer indebidamente al demandante.
Es más, basta mirar que en escrito de fecha junio 06 de 2012, por medio del cual la hoy denunciante eleva derecho de petición ante el Juzgado Segundo Civil Municipal, se puede apreciar que es la misma quejosa BLANCA DORIS OSPINA quien considera que es el señor JUAN NAVARRO MARTÍNEZ la persona que adulteró -según sus palabras- el citado titular valor, cuando textualmente escribe: “[…] solo que quien endosó el título valor, el señor JUAN NAVARRO MARTÍNEZ, la adulteró, es lo que considero yo, pero bien también lo pudo hacer quien demanda el pago, de un título valor ESPUREO […]”. Y por tanto cabe la siguiente pregunta: ¿si la misma señora OSPINA cree en principio que fue el señor JUAN NAVARRO quien hizo esas alteraciones que menciona, porque entre otras cosas así se lo dio a conocer la esposa de éste como también lo refirió (téngase presente que en la noticia criminal la denunciante dijo textualmente: “quiero agregar que según la señora CONSUELO SUÁREZ, que era la esposa del señor JUAN NAVARRO MARTÍNEZ, dice que él adulteró y enmendó la letra” –cfr. fl. 149 de la carpeta principal-), cómo puede sostener entonces simultáneamente y a pie juntillas como lo asegura en la denuncia, que la sentenciadora se equivocó dolosamente al amparar al endosatario CÉSAR AUGUSTO RODAS con la presunción de buena fe precisamente por ausencia de prueba en contrario, cuando eso y no otra cosa era lo que afloraba en el proceso ejecutivo según se pudo establecer debido a las limitaciones impuestas a las pruebas por las propias partes y en particular por la demandada? 
En conclusión: (i) lo que se ha dado en llamar falsedad documental por la alteración de la fecha de vencimiento, no es propiamente una falsedad sino una corrección entendible, dado que cambiar un 7 por un 8 en la fecha de vencimiento, es connatural con un préstamo a plazo como consta en el mismo título valor; con mayor razón cuando al decir del perito esa superposición fue hecha con la misma intensidad caligráfica, esto es, en el mismo momento de la impresión original; (ii) no hay lugar a sostener que los espacios en blanco fueron llenados en forma abusiva; (iii) si se aceptara en gracia de discusión que sí fueron llenados de manera indebida, ninguno de ellos tiene que ver ni con la fecha de emisión del título, ni con el valor de la obligación; y por último (iv) si se pensara contra toda lógica que es falsa tanto la fecha de creación del título como el valor de la deuda, que no lo son, tampoco nada indica que en ello estuvo involucrado el endosatario RODAS BLANDÓN, sino que quizá sería obra del para ese entonces acreedor NAVARRO MARTÍNEZ.
Otros aspectos puntuales:
La hoy denunciante y la apoderada de la víctima hicieron mención en sus intervenciones procesales a tres puntos singulares, a saber: (i) la mora de las funcionarias; (ii) el hecho de no atender las servidoras judiciales la afirmación según la cual la deuda original ya había sido saldada por la demandada; y (iii) lo referido al pago inesperado de esa obligación que dio lugar a la terminación del proceso ejecutivo por tal motivo, cuando la deudora asegura que nunca dio ese dinero al demandante, situación que pasó desapercibida para el fiscal delegado ante esta Corporación.

Frente a ello el Tribunal solo tiene para decir que con respecto a la mora en momento alguno se adujo por la denunciante que se tratara de una omisión dolosa o con un fin específico de parte de las funcionarias indiciadas, con mayor razón cuando se sabe que el impulso procesal correspondía a las partes interesadas. Lo del pago de la obligación dineraria no fue una excepción formalmente propuesta en la causa por la parte demandada como por ley correspondía, luego entonces, sobra cualquier disquisición a ese respecto. Y, finalmente, el comentario según el cual se le puso de presente al delegado fiscal un extraño pago de la obligación a último momento, tal situación ni quita ni pone a los resultados del presente trámite, como quiera que esa situación no posee una relación directa con las conductas que fueron materia de reproche a las funcionarias vinculadas. 
De conformidad con todo lo expuesto, la Sala concluye que no hay forma de hacer surgir una investigación penal por prevaricato en las tres servidoras judiciales aquí involucradas como lo pretende la denunciante y la apoderada de víctimas, y la única opción lógica, razonable y jurídicamente sostenible en criterio del Tribunal, es disponer la preclusión de la acción penal a su favor tanto por atipicidad objetiva como subjetiva, tal cual fue solicitado por el delegado fiscal y coadyuvado al unísono por la representante de la Rama Judicial y los respectivos defensores.    
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: SE DECRETA la PRECLUSIÓN de la acción penal a favor de las Dras. ISABEL INÉS BUITRAGO OCAMPO, CONSUELO GONZÁLEZ LÓPEZ y ALBA LIGIA ARIAS PÉREZ, en su condición de jueces en el despacho del Juzgado Segundo Civil Municipal con sede en Santa Rosa de Cabal (Rda.), por los hechos presuntamente constitutivos del punible de prevaricato por acción y/o por omisión, de conformidad con las razones anunciadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: En firme esta decisión se archivarán las diligencias en forma definitiva en lo que atañe a las tres funcionarias indiciadas.

TERCERO: Contra la presente determinación proceden los recursos ordinarios de ley, cuya interposición y sustentación debe hacerse dentro del trámite de la audiencia.

La decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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